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Después de décadas de estabilidad, los Estados 
Unidos vieron crecer más de cuatro veces su índice de 
encarcelamiento en los últimos cuarenta años. En la 
actualidad, uno de cada cien adultos estadounidenses 
está en la prisión o en la cárcel. ¿Qué impulsó este 
aumento en el uso del encarcelamiento y cómo ha 
afectado esto a toda la sociedad, las comunidades, las 
familias y los individuos? ¿Ha producido este cambio de 
la política beneficios significativos o un cambio de curso 
es necesario? 

Para responder estas preguntas, The National Research 
Council designó un comité de expertos en justicia penal, 
ciencias sociales e historia para examinar las pruebas. 
El comité divulgó sus hallazgos y recomendaciones en 
el informe titulado El aumento del encarcelamiento 
en los Estados Unidos: Exploración de las causas y las 
consecuencias (The Growth of Incarceration in the United 
States: Exploring Causes and Consequences). 

El informe llegó a la conclusión de que el drástico 
aumento del encarcelamiento no ha podido propor-

cionar claramente grandes beneficios para la reducción de los delitos en la nación. Asimismo, el 
aumento del encarcelamiento puede haber tenido una amplia gama de consecuencias no deseadas 
para la sociedad, las comunidades, las familias y los individuos. Los efectos de las duras políticas 
penales han repercutido más fuertemente en la gente de color y en los hispanos, especialmente 
en los más pobres. El informe recomienda que los políticos adopten medidas para reducir la 
dependencia de la nación en el encarcelamiento.

El aumento del encarcelamiento
La población de las prisiones federales y estatales en los Estados Unidos aumentó regularmente 
entre 1973 y 2009, de 200,000 a 1.5 millones aproximadamente, y se redujo un poco entre 2009 
y 2012. Este crecimiento de los niveles de encarcelamiento no tiene precedentes históricos y es 
único a nivel internacional.
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Cuando los índices de encarcelamiento comenzaron  
a crecer a principios de la década del setenta, la 
sociedad estadounidense había pasado por un 
período de cambios intensos, incluyendo la elevación  
de las tasas de delitos, descontento social,  
conflictos políticos intensos y una profunda transfor-
mación en la relaciones raciales. En este contexto, 
los legisladores federales y estatales eligieron políticas  
que dependían cada vez más de sentencias más  
largas y del uso más amplio de la reclusión. 

Entre 1975 y 1995, todos los cincuenta estados y el 
gobierno federal redujeron la discreción de los jueces 
en las condenas y ordenaron la reclusión obligatoria 
para una amplia variedad de delitos. El Congreso y 
la mayoría de las legislaturas estatales sancionaron 
leyes que ordenaban sentencias de prisión largas 
—con frecuencia, de 5, 10 y 20 años o más— para 
los delitos de drogas, los crímenes violentos y los 
reincidentes. El Congreso y más de la mitad de los 
estados sancionaron la ley de los tres casos de rein-
cidencia ("three strikes", en inglés), que establece 
sentencias de veinticinco años o más para algunos 
delincuentes. Las leyes de cumplimiento efectivo de 
la pena ("truth-in-sentencing laws", en inglés), que 
requieren que los afectados cumplan por lo menos 
el 85% de sus sentencias en prisión, fueron sancio-
nadas por el Congreso y la mayoría de los estados. 

Las consecuencias de los altos 
índices de encarcelamiento
Efectos sobre los delitos. El cambio hacia más encar-
celamientos y sentencias más largas reflejó una idea 
generalizada de que una mayor reclusión era la clave 
para controlar los delitos; pero esto se ha demos-
trado no ser así. Durante las cuatro décadas en las 
que crecieron los índices del encarcelamiento, los 
índices del delito no mostraron una tendencia clara. 
El efecto del encarcelamiento sobre la reducción de 
los delitos es muy incierto y no es probable que haya 
sido importante. También es probable que los bene-

ficios en la reducción de los delitos con condenas 
muy largas sean pequeños; uno de los motivos es 
que los índices de reincidencia bajan significativa-
mente a medida que las personas envejecen y, por 
lo tanto, las sentencias muy largas encarcelan a per-
sonas cuya probabilidad de perpetrar otros delitos 
es baja, incluso aunque no hayan sido encarcelados. 

Consecuencias para los presos. A medida que los 
índices de encarcelamiento crecen, los presos tienen 
menos oportunidades de participar en programas que 
podrían promover su bienestar después de la libera-
ción. Los índices de encarcelamiento más altos tam-
bién han conducido a una superpoblación: muchas 
prisiones estatales y federales operan al ciento por 
ciento o más de su capacidad, y las celdas diseñadas 
para un solo preso con frecuencia alojan dos o, a veces, 
tres presos. Si bien la superpoblación no llevó a una 
violencia mortal en las prisiones como algunos temían, 
el hacinamiento continuo se asocia con una gama de 
consecuencias devastadoras para la salud y el com-
portamiento, así como un mayor riesgo de suicidio. 

Los efectos de la prisión no terminan con la libera-
ción del preso, sino que se extienden más allá del ex 
prisionero y afectan a las familias, las comunidades y 
la sociedad. La gran expansión del sistema de justicia 
penal ha creado una gran población cuyo acceso a 
los beneficios públicos, el trabajo y el derecho al voto 
están limitados por una condena penal. Los que tie-
nen antecedentes penales con frecuencia enfrentan 
índices de empleo más bajos e ingresos más pobres, 
ya que se les niega el trabajo de manera despropor-
cionada. Muchos estados les niegan a los que tienen 
antecedentes penales las licencias para trabajar en 
muchas profesiones como plomería, servicios de 
comidas y peluquería. Los individuos condenados 
por delitos graves en ocasiones pierden todos o 
algunos de sus beneficios de pensión, discapacidad 
o veteranos. Muchos no son elegibles para viviendas 
públicas, préstamos para estudiantes, cupones de 
comida y otras formas de asistencia. 

Consecuencias para las familias. Desde 1980 al 
2000, el número de niños con padres presos creció 
desde unos 350,000 a 2.1 millones, alrededor del  
3% de todos los niños de los Estados Unidos. Las 
investigaciones demuestran que el encarcelamiento 
está fuertemente relacionado con consecuencias 
económicas y sociales negativas para los ex presos 
y sus familias. El encarcelamiento de los padres 
también está fuertemente ligado a las dificultades 
familiares, incluso con mayores índices de personas 
sin hogar y problemas de desarrollo en los niños. 

Consecuencias para las comunidades. Pocos estudios 
han tratado de cuantificar los efectos del encarce-
lamiento sobre las comunidades, y faltan pruebas 

Índice de reclusión estatal y federal de los Estados Unidos, 1972-2012
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causales sobre los efectos específicos de la reclusión 
en las comunidades. No obstante, queda claro que las 
consecuencias de la acumulación durante décadas de 
la población de las prisiones en los Estados Unidos ha 
sido más aguda en los vecindarios de comunidades 
pobres, que ya sufren de un conjunto de otras des-
ventajas sociales, económicas y de salud pública. El 
encarcelamiento se concentra en las comunidades 
que son menos capaces de absorber sus efectos.

Consecuencias para la sociedad. El aumento de 
los índices de encarcelamiento también ha tenido 
efectos más amplios en la sociedad de los Estados 
Unidos según lo señaló el Comité. La amplia prác-
tica de negar el derecho al voto a los que tienen 
antecedentes penales, así como la manera de contar 
a los presos en el censo de los Estados Unidos, se  
combinan para debilitar el poder de las comunidades  
minoritarias y de bajos ingresos. Se estima que 
casi un tercio de los hombres afro-americanos son 
siempre inelegibles para actuar como jurados; una 
situación que contribuye al problema de escasa  
representación de los afro-americanos en los jurados.  
Además, el sistema penal ha consumido gran parte 
de muchos presupuestos de los gobiernos, con lo 
cual queda menos para gastar en educación, atención  
de la salud, desarrollo económico, policía local y 
estatal y otros fines públicos. 

Conclusiones y RECOMENDACIÓN
El informe llega a la conclusión de que los Estados 
Unidos ha rebasado el punto en que el número de 
personas presas puede justificarse por los beneficios 
sociales. Debido a que el crecimiento drástico del 

encarcelamiento en las últimas décadas claramente 
no ha aportado beneficios para la prevención de los 
delitos y puede haber impuesto una amplia gama de 
costos sociales, financieros y humanos no deseados, los 
legisladores federales y estatales deben reconsiderar 
las políticas actuales de la justicia penal para reducir 
significativamente el uso de la reclusión y explorar 
alternativas. Deben tomar medidas para mejorar la 
experiencia de los hombres y mujeres encarcelados y 
evitar el daño innecesario a sus familias y comunidades.

Se deben reconsiderar tres grupos de políticas según 
el Comité:

Política de imposición de penas. Si bien los legisladores 
y el público deben decidir estrategias detalladas 
para la reducción del encarcelamiento, las pruebas 
apuntan a algunas prácticas de imposición de penas 
que generan beneficios inciertos e imponen grandes 
costos sociales, financieros y humanos. Por ejemplo, 
a menos que las condenas más largas se impongan 
específicamente a delincuentes muy peligrosos o con 
alta tasa de reincidencia, estas condenas presentan un 
enfoque ineficiente para la prevención de los delitos. 
Las condenas largas, junto con las sentencias mínimas 
obligatorias y las políticas sobre la aplicación de las leyes 
contra las drogas, deben volver a analizarse. Algunos 
estados y el gobierno federal ya han comenzado a 
reconsiderar y modificar estas prácticas. 

Política de las prisiones. Dado lo perjudicial de la 
reclusión para algunos presos, familias y comuni-
dades, se deben tomar medidas para mejorar las 
condiciones de las prisiones y los programas a fin 
de reducir los efectos dañinos del encarcelamiento 

Principios guía
La buena política de justicia se basa no solo en la investigación empírica, sino también en los principios 
y valores de una sociedad sobre el rol apropiado de la pena. El Comité elaboró cuatro principios guía 
fuertemente enraizados en la jurisprudencia y la política social:

•	 Proporcionalidad: Las condenas penales deben ser proporcionales a la gravedad del delito.

•	 Parsimonia: La pena no debe exceder el mínimo necesario para lograr su legítimo propósito.

•	 Ciudadanía: Las condiciones y las consecuencias de la reclusión no deben ser tan severas o duraderas 
como para violar el estado fundamental de una persona como miembro de la sociedad.

•	 Justicia social: Como instituciones públicas en una democracia, las prisiones deben promover el 
bienestar general de todos los miembros de la sociedad. 

Los principios ayudan a determinar si el sistema actual está alineado o en conflicto con los valores 
centrales. A medida que los legisladores y el público analizan las implicancias de los hallazgos presen-
tados en el informe, deben considerar estos principios como suplementarios del énfasis reciente sobre 
el control del delito y la responsabilidad. Juntos, ellos ayudan a definir un rol equilibrado del uso del 
encarcelamiento en la sociedad de los Estados Unidos. 
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Para obtener más información. . . Este resumen fue preparado 
por el Comité de Ley y Justicia (Committee on Law and Justice) 
con base en el informe The Growth of Incarceration in the United 
States: Exploring Causes and Consequences (National Research 
Council, 2014). El estudio fue patrocinado por el Departamento 
de Justicia de los Estados Unidos y John D. and Catherine  
T. MacArthur Foundation. Las opiniones, hallazgos, conclusiones  
o recomendaciones que se expresan en esta publicación 
pertenecen a los autores y no reflejan necesariamente los de 
los patrocinadores. Las copias del informe están disponibles en 
National Academies Press, (800) 624-6242 o http://www.nap.edu, 
o en el sitio web de CLAJ en http://sites.nationalacademies.org/
DBASSE/CLAJ/index.htm.
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y promover la reintegración exitosa de los ex presos después de su liberación. Un escrutinio más profundo y 
externo de las condiciones de las prisiones ayudaría a los esfuerzos para mejorarlas. También, se necesita un 
amplio examen de las penas y las restricciones que deben enfrentar los ex presos en cuanto a su acceso a los 
beneficios sociales, derechos y oportunidades, que podrían de otro modo promover su reintegración exitosa.

Política social. La reducción de la severidad de las condenas no mitigará por sí misma los problemas subyacentes 
de inseguridad económica, poca educación y salud precaria, asociados con la reclusión en las comunidades 
más pobres de la nación. Las soluciones a estos problemas están fuera del sistema de justicia penal y debe-
rán incluir políticas que aborden los índices de deserción escolar, el consumo de drogas, las enfermedades 
mentales y la pobreza de los vecindarios, todos los cuales están estrechamente relacionados con la reclusión 
y necesitan una reevaluación de los servicios sociales disponibles. 

A medida que la sociedad reduce su fuerte dependencia en el encarcelamiento, los funcionarios públicos 
necesitarán alternativas eficaces para responder a los delitos. Para guiar a los legisladores en el futuro, se 
necesita una investigación más amplia para evaluar los efectos de las diversas políticas de condenas que no 
involucren el encarcelamiento y de los programas diseñados para actuar como alternativas a la reclusión, 
incluyendo a sus efectos sobre los delitos. También deben llevarse a cabo evaluaciones de los programas de 
las prisiones diseñados para facilitar la reintegración exitosa y de los programas comunitarios de apoyo a la 
reintegración de los hombres y las mujeres que han sido sometidos a reclusión. La sociedad en su totalidad 
se beneficiará con enfoques más eficientes y prácticos para nuestro sistema de justicia penal. 

Se otorga permiso para reproducir este documento en 
su totalidad sin agregados ni modificaciones.


